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Recr¡No de agravio constitucional intelpuesto por don José Luis Sierra Huamán contra

la Rcsolución 5, de fojas 75, de l5 de setiembre de 2016, expedida por la Cuarta Sala

Especializada en lo Civil de la Corte Superior de Justjcia de Lima, que declaró

improccdente su dcmanda de amparo.

NTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima.22 de octubre de 2018

^suNl'o

É.t,NDAMENTOS

ED la scntencia emitida en el Expcdiente 00987-2014-PA/TC, publicada en cl diaflo

ofictal El Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el

ñrndamento,19, con caráctcr de precedeDtc, que se expedirá sentencia intcrlocutoria
denegatorla, distada sin más lrámite, cuando se prcsente algüno de los siguientes

supuestos, que igu¿lmente cstán conlenidos en el a¡tículo l1 del Reglamento

NoImativo dl-l'Iribü¡al Constitucional:

a) Carezca de fundamentación la supuesta vulncracióD que se invoque.

b) La cuestión de Derecho contenida en el recu^o no sca de especial

endencra constilucioDal
cucstión de Dcrccho invocada contradiga un prccedente del Trjbunal

2. Dn cl presenle caso, cl recurrenle soljcita la nülidad de: i) la resolución ñscal de I8
de julio dc 2014 (lojas 6), cxpedida por la Vigésima Cuafia Fiscalia Provincial
Penal dc Lima, que archivó liminamente su denuncia penal i¡terpuesta contra los

responsables de la oñcina de ejecución coactiva del Servicio de Administración
Tributa¡ia de la Municipalidad Metropolitana de Lima, por la comisión de los

delitos de abuso de auto¡idad y omisión, rehusamieDlo y retardo de actos

funcionales; y de su colfin¡atoria superior, ii) la ¡esolución fiscal de 7 de octubre

de 2014 (fojas 10), expedida por la Dócima Fiscalía Superior Penal de Apelacioncs

deldistrito ñscal de Lima (Ingreso: 259-14).

3. Sostiene el rccurrente que se le han vulneÉdo sus derechos a la tutela procesal

efectiva y al debido proccso, pues los fiscales demandados alchivaron su denuncia

pcnal, a pesar qr¡c cxisten elementos ¡cveladores de la comisión de los delitos quc

denu¡ció.

l.

Se haya dccrdido de mancra desestimatoria en casos sustancialmcnte iguales.
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4. No obstante lo alcgado por el rccunente, esta Sala Segunda dcl Tribunal

Constitucio¡al aprecia que lo rcalmente solicitado es el reexamen de lo finalmente
resuello por cl Ministerio Público, lo que rcsulta manifiestamente improcedente,

pues tal cuestionamiento no incide de manera di¡ccta en el conte¡ido
constitucionalme¡te protegido de los derechos invocados. En efecto, el mero hecho

de que el recurente disienta de la fundamcntación que siwe dc respaldo a las

disposicioncs cuestio¡adas no significa que no exista justificación o que, a la lüz de

los hechos del c¿so, ésta sea aparente, incongruente, insuliciente o incurra en vicios
de motivación intema o extema. Por lo tanto, no coresponde emitir un

p¡onunciamiento dc fondo.

5. En consccuencia, el prcsente recurso de agavio ha incunido en la causal de

iechazo prevista en el acápite b) del fundamento 49 de Ia sentc¡cia emitida en el

Expediente 00987-2014-PA/TC y cn el inciso b) del articulo 1l del Reglamento

Normativo del fribunal Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin

más trámite, improcedc¡te el recurso de agravio constitucional.

Por estos l'undamentos, el Tribunal Constitucional, cori la autoridad ql¡e le co¡fiere la

Constitución Política del Peru, y 1a participación del magistrado Espinosa-Saldaña

Batrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singulár del

magistrado Ferero Costa,
Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Ba¡re¡a.

RESUELVE

Dcclarar IMPROCtrDENTE el recürso de agravjo constitucional, porquc la cuestión

dc Derecho contenida en el recu¡so carece dc especialtrascendencia constitucjonal.

MlLA.NDA CAN,\LES
SARDÓN DE TABOADA
ESPI NOSA-SALDAÑ.¡T E,TNNNR4.
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Pübliquesc y notifiquese.
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA

Coincido con el sentido de lo ¡esuelto por mis colegas, en tanto y en cuanto no

encuentro que exista una afectación con incidencia negativa, directa, concreta y sin
justificación razonable en los derechos invocados. Sin embargo, considero necesario

señalar lo siguiente:

l. Nuestra responsabilidad como jueces constitucionales del Tribunal Constitucional
penrano incluye pronunciarse con resoluciones comprensibles, y a la vez, riSxrosas

técnicamente. Si Do se toma en cuenta ello, el Tribunal Constitucional falta a su

responsabilidad institucional de concretización de la ConstitucióD, pues debe

haceme entender a cabalidad en la compresión del ordenamiento juridico confo¡me a

los principios, valorcs y demás preceptos de esta misma Constitución-

2. En ese sentido, conviene porler en conocimiento del recuÍente quo en el

ordenamiento juridico peruano la tutela procesal efectiva incluye al debido proceso

en srs diferentes manifestaciones.

3. Finalmcnte, aqui ha quedado plcnamente acreditado qui] el recüNo de agravio

constitucional no encuentra respaldo en el contcnido constitücionalmcnte protegido

de los derechos invocados por la parte demandante. Siendo así, sc verifica que se ha

incun'ido en la causal de rechazo prevista en el acápite b) dcl fundamento 49 de la

sentc¡cia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del artículo

I I del Reglamerto Normativo del Tribunal Constitucional.

4. Ahora bien, encuentro que la redacción d(]l proyecto no es lo suñcientemente claÉ
para explicar las razones por las cuales aquí la cuestión dc Derecho planteada carece

de especial trascendencia constitl¡cional, conforme las pautas establecidas por este

T¡ibunal.

5. En efecto. tal como ha desarollado este Tribunal Constitucional en reifemda
jurisprudencia, al momento de cmitir una sentencia interlocutoria, luego de hacer

mención a las causalcs de improcedencia liminar rccogidas en el fundame¡to 49 de

"Vásquez Romero", corresponde referirsc en forma clam, ordenada y detall¿da a la
causal específica en la cual hab¡ia incurrido el recutso planteado, así como cumplir
con explicar cuáles son los alcances de la causal utilizada.

BARRER{
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6. De este modo, la exposición de las razones por las cuales el recu¡so incur're en una

causal deteminada no solo adqüiere mayor claridad, sino también se le otorga un
adecuado orden lógico a los argumentos que fundamentan lo resuelto en el caso.

Dichas cualidades son las que se espera que tenga una decisión tomada por este

Tribunal, en tánto se trata de un órgano jurisdiccional encargado de una labor tan

relevante como lo es la tutela de derechos fundamcntales.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA a-

La

S.
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respefuosamente
que disiento del precedeüte vinculante establecido en la Sentencia 0098'7-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCU'IORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:
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EL TRTBUNAL CoNsrrrucroN^L coMo coRT[ Df, REvrsróN o FALLo y No DE
CASACIóN

La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales como
imtancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tdbunal Constitucional
e¡ instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constjtucional, dispuso la creación de un órgano arl,oc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantiza¡ la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos f'undamentales.

2. La Ley Fundamcntal de 1979 estableció r¡ue el Tribunal de Gara¡tías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía j urisdicción
en todo el territo o nacional para conocer, en vía de casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder JL¡dicial, Io que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instancia habilitada para lállar en fo¡ma definitiva sob¡e la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como arnenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la C.rn.rirucion.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tdbunal de GaEntías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus aúículos 42 al 46, que
dicho órgano. al enconlrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en lbnna erada o ha incu¡rido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deficiencia, devolverá los actuados a Ia CoÍe Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que cmita nuevo fallo siguiendo sus lineamienros,
procedimiento qüc, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

,1. El modclo de tutela ante ame[azas y vulneración de de¡echos fue seriamenle
modilicado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
meca smos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, afipatu, habeas dala
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al T¡ibunal Constitucional
como órgano de control de 1a conslituoionalidad, aun cuando la Constitución 10

caliñca e¡róneamente como "órgalo de control de ]a Constitución". No obslante, en

fi{1
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materia de procesos consti{ucionales de la libe1tad, la Constitución ostablece que el
Tribunal Constitucional cs instancia de revisión o 1állo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su artícülo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribural Constitucional "co ocer, e última ))
delnitiNa instancia, las resoluciones denegatorias dictadas en los procesos de

habeas corpus, amparo, habeas data y acción de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de fianca tutela de los de¡echos fundamentales,
exige que el Tribu[al Constitucio[a] escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura divorsa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "la obsertancia del debido prcceso y tutela
jutisdiccíokal. Nikgu a persona puede ser desyiada de la jurísdicción
predetetminada por la [q,, ni soñet¡da a procedifiiento distinto ¿e los previamente
establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción n¡ por
co tisiones especiales creades al efecto cualquíera sea su denominaciónt',
consagrada en elafiículo 139. inciso 3.

6. Como se advie¡te, a dilerencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la úllima iÍstancia constitucional tiene lugar por la vía de7 cerliorari
(Suprcma Corte de los Estados Unidos), e¡ ei Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de inte¡prctación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de Ia libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicjal. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta arnenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debe abri¡ la vía corespondiente para que el Tribunal CoÍstitucional pueda
pronunciarse. Pcro la apeftura de esta vía solo se produce si se permite al
pelicionante colabo¡ar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
análisis de lo que.e pretende. Je lo que se inroca

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa dc los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitra edad.
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EL DERECHo A sutt oiDo collro NTANTFESTACTóN DE LA DEMOCRATTZACTóN DE Los
PRocESos CoNSTITUCIoNALIS Dft LA Ltaf,RT^D

8. La administración de justicia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación, cs respetuosa. como coresponde, del derecho dc

IM
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a se¡
oido con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

determinen sus Jerecho.. inrere.e. y obligaciones.

9. Precisamente, mi aleiamiento respecto a la emisión de una resolución constitucio¡al
sin realizarse ai¡diencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la inte¡vención de las partes, coresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con cstricto rcspeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

I 1. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defe¡sa de sus intereses,
que se concede en ia audiencia de vista, también constituye un elcmento que
democratiza el proceso. De lo contario, se decidiría sobre Ia esfera de inte¡és de
r¡na persona sin permitirle alegar lo conespondiente a su lávor, lo que resultaria
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argunentos que justiñcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un t bunal de justicia, sino por Ia justicia de sus razones, por
expresar de modo suliciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
de¡echo de defensa 'bbliga al Esf.tdo a tratdr al indtuiduo efi todo momento como
n yerdaderc sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no

simplemente como obieto del mismo"t , y qte "pdta que existd debído proceso legal
es preciso que un justiciable pueda hacer ralet sus derechos y deJénder sus
¡nlereses efi..folmd efectitd y en condíciones de igualdad ptocesal cotl otros
justiciables"'.

' Co.t" IDH. Caso Balaeto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009,
páúdfo 29.
2 Cote IDH. Caso Hilai¡e, Constantine y Berjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejtuio de 2002, pánafo 146.
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NA,TURALEZA PRoCESAL DEL RECURSo DE AGRAvIO CONSTITUCIONAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
dcsvi¡tuado por el Tribunal Constituoional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su ¡efo¡mador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución-

16. Po¡ otro lado. la "sentencia inte¡locutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser ¿clarado, justificado y concretado en supuestos especílicos, a saber,
identilicar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no deñnirlo, ni justificarlo,
convieÍe el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podria
afectar, entre otros, el de¡echo I'undamental de defensa, en su manifestación de ser
oido con las debidas garantias, pues ello daría lugar a decisiones subjerivas I
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciabies, quienes
tendrian que adivina¡ qr.ré resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respecliva demanda.

l7. Por lo demás, ¿r¡¿latis mutandis, el ptecedente vinculante coÍtenido en la Sontencia
00987-2014-PA/TC repite 1() señalado por cl lribtmal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, co¡stitüye una ¡eafi¡mación de la ¡aturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libeftad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye uI1

motivo para que se pueda desvirluar la esencia principal del recurso de agrario
constitucional.
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1,1. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"sentencia interlocuto a", el recu$o de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conlbrmidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
'fribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de Ia
Sala Superior del Pode¡ Judicial. Al T¡ibunal lo que le corresponde es conocer del
R,AC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechaza¡ dicho recurso, sino po¡ el conhario de "conocer" lo que la pafe alega
como ul1 agravio qüe le causa indefensión.
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19. Por tanto. si se tiene efl cue¡ta que la justicia en sede constitucional ¡epresenta la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a l¡vor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vistá, lo que garantiza que el'l'ribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentra[ justicia en el Poder Judicial;
especialmente si s(3 tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de dercchos

20. Como añn¡ó Raúl feÍero Rebagliati, "la defensa del de¡echo de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pues si toda ga¡antía constitucio[al
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defcndiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".

FERRERO COSTA rvwf
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